SOBRE LA GESTIÓN DE LOS ABOGADOS “EXTERNOS” Y LA TÁCTICA DE NUESTRO SINDICATO

Es necesario discutir no sólo la concepción desde la cual nuestro sindicato ha conducido la lucha sino también la táctica en la cual, lucha y concepción se ha concretado. Esto, porque la explicación de las derrotas que nos han propinado en los últimos periodos no está solo en el carácter reaccionario y represivo de estos últimos gobiernos, casados, con una perspectiva estratégica de “reconstruir el capitalismo” y de revertir su crisis a favor del imperialismo, las clases explotadoras y en contra de los pueblos. También hay responsabilidad en la conducción de la lucha de clases, en la inexistencia de nuestro Partido Proletario, y en las sucesivas tácticas desde las cuales se ha orientado, por ejemplo a ADIDA y a FECODE en los últimos tiempos. Si se mide por sus resultados, esas tácticas han sido nefastas para los intereses de las masas, y en particular para el magisterio y los rumbos de la educación pública. Su acción ha quedado prisionera de las maquiavélicas maromas del Estado colombiano y las clases cipayas del imperialismo. 

El enemigo a vencer es el imperialismo. No cabe duda: el orden a quebrar es el orden de miseria y miedo del capitalismo. Pero eso no lo lograremos si no cambiamos radicalmente el sentido de nuestra lucha, si no rompemos la cadena de acciones tácticas cuyos componentes se reducen a: 

1. Se abandonó el plano de la negociación colectiva. En las condiciones actuales el manejo de este asunto ha llegado a niveles de ignominia. En el caso de la última “lucha” de nuestro sindicato por el rescate de las primas, la desvergüenza llegó al máximo. Se abandonó el plano de la negociación colectiva, se le recomendó (y hasta se presiono) a los maestros diciéndoles que debían demandar individualmente, porque si no perderían todo derecho. Por esos mismos medios se presionó para que la demanda se hiciera a través de un determinado abogado y de otro que, se suponía, tenía el mismo aval. Muchos lo hicieron desoyendo las alertas que algunos dimos al respecto. En los medios de comunicación del sindicato muchos dirigentes hicieron gala de este “consejo”. Así, muchos maestros de base, demasiados, firmaron “poderes” que en la “letra menuda”, terminaba comprometiéndolos a pagarle a la firma de abogado ingentes sumas. La verdad clara es sencilla y hay que decirla: estas primas no las pagó el gobierno porque los abogados “externos” hayan adelantado ningún tipo de acción ante un tribunal competente. Simplemente, ellos (sobre todo uno de ellos) presentaron unas muy buenas elaboraciones que fueron la base del reclamo directo que el sindicato hizo. Se sabe, por ejemplo, de una gestión de acompañante que realizó ante el despacho de la ministra, y que —muy seguramente— redundó en que desde ese despacho se diera la orden del pago. Pero, a continuación, ese abogado y otro, a quien el sindicato ya había pagado un monto muy significativo por su trabajo frente a esa labor y a la del reclamo de los dineros descontados, procedieron a “caerle” a cada uno de los muchos (¿cientos o miles?) de maestros que cayeron en sus redes, cobrándoles sumas de alrededor del millón de pesos a cada uno. Hay casos registrados en el que ambos abogados le están cobrando al mismo docente, cada uno, sus “honorarios”. Cartas amenazantes circulan por ahí, firmadas por estos juristas, con textos  que se constituye en verdaderos chantajes jurídicos. Los docentes están pagando, llenos de pánico, ante la posibilidad de embargos a sus bienes y a sus sueldos, con un incremento por los intereses de mora… En el programa oficial de radio de ADIDA se escucha una cuña en la cual uno de estos profesionales del derecho anuncia que ha tenido que habilitar hasta tres cuentas bancarias para que los maestros le consignen…  

 2. “Nuestro régimen está intacto, preservamos nuestras conquistas”: a este mal paso se llegó por un camino que comenzó proclamando esto y afirmando siempre que “no hemos perdido nada” y que las medidas “sólo afectarán a los nuevos”
. Hemos venido perdiendo, una a una, las reivindicaciones conquistadas en decenios de lucha. Si se mira bien lo que ha ocurrido, tras estas declaraciones se ha encubierto la falta de claridad o de consecuencia, y —en algunos casos— la franca traición que algunos dirigentes han hecho. El resultado neto de este estado de cosas es la existencia de un disperso régimen prestacional, junto a las cada vez más deterioradas condiciones de vinculación de los maestros a la carrera docente, que prácticamente ha desaparecido con el paulatino desmonte de nuestro Estatuto Docente y el acelerado despliegue de la privatización de la educación bajo la responsabilidad del Estado. La verdad es simple: en este momento, el Estatuto Docente ha sido desmontado casi en su totalidad, y hay ya alrededor de un 40% del magisterio ejerciendo la profesión docente sin ninguna garantía, ya sea porque está cobijado por el decreto 1278 o porque ha sido cooptado por las formas más regresivas de la “ampliación de cobertura” y sus diferentes modalidades de intermediación. No es, pues, cierto que nuestro régimen ha sido preservado: el conjunto del magisterio lo ha venido perdiendo. Muchas de las normas sobre las cuales se afinca este proceso, se han generado con el apoyo de esta dirigencia, han sido concertadas con ella, o se ha podido tramitar contando con la desactivación de la lucha  que algunas camarillas han propiciado (como ocurrió, por ejemplo con la ley 715, el decreto 1278 y 1850, normas frente a las que no se movió un dedo, a pesar del acumulado que se traía en la lucha contra la enmienda constitucional, bajo el argumento según el cual realmente “no eran tan malas”)

3. La “demanditis” y la negación del sindicato como sujeto colectivo. Esta táctica se complementa con otro elemento que le es esencial: el reemplazo de la movilización por el lobby parlamentario y por la “gestión legal”, socavada por la “demanditis” aguda. Frente a esto es necesario aclarar varios puntos: Los sindicatos existen como sujetos colectivos, precisamente para preservar los derechos conquistados por los trabajadores en el desarrollo de la lucha de resistencia como un nivel de la lucha de clases que hace relación con la disputa que —en el terreno del valor de la fuerza de trabajo— la clase obrera hace a los patronos. Esta lucha hace que no se degrade en un mayor rango las condiciones de existencia de los trabajadores; pero también contribuye a mantener y potenciar otras conquistas, por ejemplo, en el terreno cultural. No podemos olvidar que cuando se desborda el campo al interior del cual la lucha de clases puede desarrollarse en el terreno económico, de cara al incremento del salario real, la lucha de clases se transpone al terreno político. Dentro del capitalismo, esta posibilidad depende del grado de organización sindical y política, así como de la combatividad del movimiento obrero y del poder de negociación que se deriva de ellas
. Pero la pretensión del Estado burgués ha sido siempre —en esta esfera— la de revertir la lucha, para convertirla en un mero enfrentamiento de cada individuo con el patrón o con el Estado mismo, hasta reducirla a mero terreno jurídico, bajo las claves del “estado de derecho” que erige en ley la voluntad de las clases dominantes. Se le dice a los trabajadores que cada uno de ellos, recuperará los derechos que le han sido vulnerados en sus límites de individuos solos o aislados, sólo con la mediación del Estado garantista, y sólo mediante el trabajo de un profesional del derecho. 
Así se intenta reducir la lucha de clases (incluida la lucha económica y la que se da en el terreno de otras conquistas en el terreno político y cultural) a un recateo entre el sujeto individual (que sería el trabajador como sujeto de la ley burguesa) y el Estado que aparece también como “juez imparcial”. Éste, es el camino del abandono de la lucha de clases y de la movilización de las masas… Es el camino que reniega de la acción que deben cumplir los sindicatos como órganos de resistencia en la lucha de clases, articulada a la lucha por un mundo mejor que no sólo es posible, sino —y sobre todo— necesario Y el espacio que dejan los sindicatos clasistas, lo copan los abogados…  y las conquistas defendidas se recuperan para engrosar sus arcas.
Es nuestro deber denunciar que en el acta número 802 de mayo de 2004 (que tenemos a disposición de las bases y colgaremos de nuestra página Web) queda absolutamente claro que el aval que la junta directiva dio a uno de los abogado, se refería sólo al cobro de los intereses causados y no al capital. Es bueno aclarar, también que, hasta donde llega nuestra información, a este distinguido jurista, la junta no le pagó por la realización de la gestión que hizo ante la ministra… 

Nuestra posición: Hemos tenido al respecto una posición clara: hay casos concretos en que un proceso puede convertirse en un caso individual y tramitarse con una demanda ante un juez, pero esos casos son y deben ser la excepción. Una vez estudiado el caso cada maestro debe decidir sobre las condiciones en que contratará a un abogado y a cuál debe recurrir. Pero los casos colectivos debe asumirlos el sindicato que debe pagar el respaldo jurídico. La inteligencia de abogados consecuentes hay que mantenerla del lado del sindicato y —además— debe pagarse, y pagarse bien. Pero la relación entre los abogados externos y el sindicato deben reglamentarse.
La elección de Junta directiva de ADIDA es, sin duda, el más importante evento de la democracia sindical, y proporciona una importante oportunidad para corregir estos errores y los desafueros a que han dado lugar. Debemos elegir una Junta capaz de conducirnos en el periodo en que tenemos que revertir el intento del régimen por recortar en alrededor de 80 billones de pesos de la educación, la salud y el saneamiento ambiental para ponerlos a disposición del ejecutivo como instrumento esencial del corporativismo. Debemos elegir un a junta capaz de conducirnos en la lucha que transforme las condiciones actuales en que más del 40% del magisterio ya ha perdido sus derechos a manos del 1278 o de la contratación “por cobertura”. Por eso tenemos que optar por un punto de vista clasista que al interior de la junta jalone unas posiciones consecuentes y deje constancia pública de los equívocos, pero también de las traiciones.
Acompáñenos, para que podamos, al interior de la Junta y de la próxima asamblea, votar resoluciones y directivas que reglamenten la relación del sindicato con los abogados. En esa resolución se debe: a) prohibir que el sindicato o los miembros de la junta sean intermediarios de los abogados. b) delimitar los casos que pertenecen a la negociación colectiva y de ameritar la gestión jurídica, deben ser financiados con dineros del sindicato c) delimitar los casos en que la gestión jurídica con demanda individual es imperativa, caso en el cual cada maestro, una vez tenga suficiente claridad al respecto deberá escoger libremente el profesional que lo represente d) establecer que los casos de demandas “generales” no se paguen a tarifas multiplicadas por el número e afectados, sino por el tipo de gestión que se adelante ante los tribunales. e) denunciar los casos del enriquecimiento “licito” y establecer una línea de acción que permita devolverle a los maestros los dineros que le han sido abusivamente esquilmados… f) establecer que, en todo caso, la gestión jurídica debe estar subordinada a la negociación colectiva y a la movilización, g) mantener y potenciar la comisión jurídica, g) reglamentar la relación con los abogados que operan como “asesores externos”.
Vote por los voceros clasistas de Nueva cultura. Plancha 05
� Eso ocurrió con las leyes 29 y  91 del 89, la 50 de 1990, la 100 y 60 de 93, la 115 de1994  y hasta con la ley 715. Algunas de estas normas fueron presentadas como “triunfos” del magisterio (el caso de las leyes 91, 115)


� Cf: VALLEJO OSORIO, León. Pésimos remedios. Lukas Editor; Medellín: 2005





